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DEMANDA DE LA COMISiÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMAMOS ANTE Lt
CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS EN EL CASO 11 .603 ·19 ,

COMERCIANTES" CON RELACION A LA REPÚBLICA DE COLOMBIA !,

1. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en lo sucesivo "la
Comisión" o la "CIDH"i presenta a la Corte lnteramericana de Derechos Humanos le lo
sucesivo "la Honorable Corta"}. una demanda contra la República de Colombia (e lo
sucesiva "el Ilustre Estado" "el Estado colombiano") conforme a lo dispuesto en el artr ulo
51 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos len lo sucesivo "la Conven íon
Americana") con relación a la ejecución extrajudicial de los comerciantes Alvlilro bo
Pacheco, Gerson Rodríguez, Israel Pundor, Angel Barrera, Antonio Florez OChOB, Clas
Arturo Aiatiga, Víctor Ayala. Alirio Chaparro, Huber Pérez, Alvaro Camargo, Rubén Pin de,
Gilberto Ortíz , Aeinaldo Corso Vargas, Hernán Jáuregui, Juan Bautista, Alberto Góm z y
Luis Sauza, el 6 de octubre de 1987 y de Juan Montero y Ferney Fernández (en adel nte
"las víctimas" o "los 19 comerciantes") el 18 de octubre de 19B7 en jurisdicci6n del
municipio de Puerto Boyaeá, departamento de Boyaeá, región del Magdalena Medio en
violación de los derechos a la vida, la libertad e Integridad personal, la protección [udici de
las vfctimas y sus familiares conforme a los art(culos 4, 5. 7, 8(1} Y 25 de la Conven ión
Americana, en conjunción con la obligación genérica establecida en el artículo 111) del
Tratado.

2. De conformidad con el artlculo 33 del Reglamento de la Honorable Cort , la
Comisión adjunta como anexo a la presente demanda copia del Informe 76/00, elabo ado
en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 50 de la Convención Americana. ste
Informe fue aprobado por la Comisi6n el 4 de octubre de 2000 y transmitido al 11 tre
Estado el 24 de octubre 2000 con un plazo de dos meses para adoptar las
recomendaciones correspondientes.' Habiendo vencido dicho plazo sin que, a juicio la
Comisión, el Ilustre Estado haya adoptado las recomendaciones de manera satisfectori se
ha decidido, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 51 (1) de la Conven ión
Americana, someter el asunto a la jurisdicción contenciosa de la Honorable Corte.

1. REPRESENTACION

3. Conform.. a lo dispuesto por el artículo 22 del Reglamento de la Cort , la
Comisi6n ha designado a los comisionados Robart K. Goldman y Juan E. Méndez, e mo
sus delegados en est .. caso Ver6nlca Gómez, I!!specialista de la secretarta Ejecutiva 'e la
CIDH, ha sido d"9ignada para actuar como as."ore legal Los familil'lres de las vlctim 8"'1

el presente caso serán representados por la Comislén Colombiana de Juristas en la per ona
de Gustavo Gallón Giralda, Carlos Rodrrguez Me¡¡a y Luz Marina Monzón. Vi ana
Krsticevic y Roxanna Althoz, del Centro para 1a Justicia y el Derecho Intarnaci nal,

actuarán en carácter de asistentes.

, Ver ~.r'lel(O A.
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11. OBJETO

4, El objeto de la presente demanda consiste en solicitar a la
Que concluye y declare que:

,
Honorable C~rte

,

1, El E,stadc es -eepcnseb¡e por la violac.én d. los derechos a la vida. la libertad y la integridad perseo I de
Alvaro lobo Pacheco Gerson Rodrtqusz. lsr!lel Pundor, Angtl Barrera. Antonio Florez Ochoa, Carlos A uro
R¡atiga Victor Ayala. A¡lno Chaparro, Huber Pérez, Alvaro Camargo, RiJbén Pineda. Ollberto O.,¡Z. Rei aldo
Ce-se Vargas, Herr.án Jáuregui. Juan Bautista, Alberto Góme:¡:, Juan Montero V Fern8V Ferná dez.
protegido por los; anrculO'3 4. 5 i' 7 de le Convención Amertcane.

El Estado es respons abte por la violación de! derecho ~ la integridad palquica y moral de los familiar • de
las ... tctírnas. previsto en ~, nrtrcuto 5 de la Convención.

3. El Estado es responsable por la violación del derecho al 61008$0 al le [usticia v le protección judIcial las
v tcurnae y sus f.amili.o;¡rv:s consagrados en lo'! iElftrCUIOs 8111 y 25 de la Convanclén Americana asf co de
ineumplir su obligación de asecurar el respeto de las derechos erevrstos en ella conforme Su anrCulo 1l l.

Con base en estas conclusiones la Comisión solicita a la Honorable Corte que orde al
Ilustre Estado

, . Llevar a cabo una ir"l\lestigaci6n completa. imparcial y efectiva en 12'1 jurisdicción ordinaria oon
el fin de juzgar '1 sancionar a 105 respon9ables di la ejecución extrajudicial de Alvaro Lobo
Pacheco. Gerson Rodrlguez, Israel Pundor, Angel Barre-e, Antonio Flore¡ Ochos, Carlos Arturo
Riatiga, Victor Avala. Alirl" Chaparro, Huber Pérez. Alvaro Camargo, F'lubén Pineda. Gilberto
Ort(~. Reinaldo Corso Vargi.!i. Hernán J~uregui. Juan Bautista, Alberto G6met, Luis Sauza.
Juan Montero V Ferne'{ Pernández .

2. Aceptar las medidas necesarias par; ~ue las familiar.s de las víctimas reciban adecuadlll ...,
oportuna reparación e indemni~aoi6n por [alS violaciones aQuf establacid;s.

3. Se imponga al Estado Cclcmtilano el pago de las costes y gastos en que han Incurrido los
familiares de les vfcttmes para litigar este caso en el ámbito Interno ¡Sr cerne ante la Comisión
"Y la Honorable Con¡;a, y los honor...nos razonables de sus representantes legales.

111. JURISDICCiÓN

4, La Honorable Corte es competente pan. entender en el presente ceso. La
República de Colombia ratificó la Convención Americana el 31 de julio de 1973 y acep: ó la
jurisdicción contenciosa de la Honorable Corte el 21 de Junio de 1985. conforme el art ulo
62(3) del Tratado,

5, A ccntinuación se presenta
procedimientos previstos en los ertfculcs 48 a
lo exige el artfculo e1 (2) del Tratado.

una reseña del cumplimiento
50 de la Convención Americana,

con
conf

los
rme

6, El 6 de marzo de 1996 la Comisión recibió una petición presentada p r la
Comisión Colombian .. de Juristas contra la República de Colombia en la cual se denun ie la
desaparición de los comerciantes Alvaro Lobo Pacheco. Gerson Rodrrguez, Israel Pu dor,

~ -
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Angel Barrera, Antonio Florez Ochoa, Carlos Arturo Ríatiga, Victor Ayala, Alirio Chaparro,
Huber Pérez, Alvaro Camargo, Rubén Pineda, Gilberto Ortlz , Reinaldo Corso Vargas, Hern'n
Jáuregui, Juan Bautista. Alberto G6mez y Luis Ssuaa el 6 de octubre de 1987 y de Juan
Montero y Ferney Fernández el 18 de octubre de 1987 en jurisdicción del municipio de
Puerto Bcvecá, departamento de Boyacá, región del Magdalena Medio. El 29 de marzo de
1996 la Comisión procedió e abrir el caso bajo el N° 11.603 Y tras sustanciar el trámite-correspondiente, declaró el caso formalmente admisible el 27 de septiembre de 1999". En
su Informe se puso a disposición de las partes para lIegBr a una solución amistosa del
asunto.

7. El 15 de diciembre de 1999 los peticionarios se dirigieron a la Comisión con
el fin de presentar una propuesta de solución amistosa que contemplaba, inter "1i1iJ,, el
reconocimiento de responsabilidad del Estado en las violaciones denunciadas. la .adopt·ón, ,

de medidas que garantizaran "la superación de la impunidad l ..) y el enjuiciamien. V
sanción de los responsables". La propuesta fue transmitida al Ilustre Estado para: sus
observaciones. El 14 de enero de 2000 el Estado presentó una serie de alegaciones sfbre
el fondo del asunto. les cuales fueron debidamente transmitidas a los peticionarios.

8. El 2 de marzo de 2000. durante el 106° período de sesiones, la Comi¡'ión
celebró una audiencia, con la participación de ambas partes. con el fin de analizar¡ los
avances en cuanto a la posibilidad de solucionar el caso amistosamente. A este respscto.
el Estado afirmó que no le era posible efectuar un reconocimiento de responaablhdad ya
que las decisiones en firme de los tribunales internos no demostraban la responsabihdad de
agentes del Estado. Señaló asimismo que no reabriría procesos ni revisaría decisiones en
firme edoptaoas legalmente e Indicó que los familiares serian reparados en caso qu~ los
tribunales contencioso administrativos así lo decidieran. En respuesta, los penclonaríos
decidieron dar por concluido el intento de solución amistosa y solicitaron la adopción d$ un
informe conforme al articulo 50 de la Convención Americana. '

9. El 31 de marzo de 2000 los peticionarios presentaron observaciones con
respecto a las alegaciones sobre el fondo formuladas durante el curso de la aud1elrcia
celebrada el 2 de marzo de 2000, las cuales fueron debidamente transmitidas al Estado!. El
30 de junio de 2000 el Estado formuló sus observaciones finales.

,

10. El 4 de octubre de 2000, tras analizar las posiciones de las parte~" ia
Comisión aprobó el Informe N" 76/00 conforme al Articulo 50 de la Conven~i6n

Americana. En su Informe la Comisión concluyó:

El Estado es resccosabte por la violación de los derechos a la vida y la libertad perSOT"lal 61"'1
perjuicio de Alvaro lobo Pacheco. Gerson Rodrfguéz, Israel Pundor J Angel Barrera, Antonio
Florez ochoe. Carlos Arturo Riatlga. vlctcr Avala. Alirio Cha~arrO. Huber Pérez, Alvaro
Camargo, Rubén Pineda. Gilberto ortte, ñelnaldo Corso Vargas, Hernan Jél.,Hegui, Juan
Beutleta. Alberto aÓmez. Juan Montero y F~rn.y Ferntlndez. protegido por los ardoulos. 4 V 7
de le Convención Arneric arte . El Estado es también re8~ol"tSiable de vulnerar el derecho 8 la
integridad psíquica '/ morel de los familiares de las vtctlrnas. prevlato en el arttculc 5 de la
Convenci6n. Asro-osmo. el Estado es responsable por la vlOlaoión del derecho al aecsso 11 la
Justicia y la protección judicial de las vrcttmas y sus -ermueres consagrados IIn los anfclJlos

~ tntorme ds AdtYII'sibilrdad 11 ;}/9$. Jnfol'ms Anual dfJ 1~ C/OH 1999. Ver Anexo A.
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a\1} Y 25 de la Convención Americana asr ccmo de incumplir Su obligaci6n de asegurer el
respeto de 10$ derechos previstos en elle conforme su erncute 1(1 ).

Con base en estas conclusiones la CIDH recomendó al Ilustre Estado

1. Llevar i cabo una inv6stiglilción completa, Irnperclel y efeotiva en la jurildicciOn ordinaria
con el fin de juzgar y sancionar a 10$ r.sponsables de la ejecución extrajudicial de Alvaro
Lobo p.cn.co, Gerson Rodrrguez, Israel Pundor. Angel BIlrrer8, Antonio Florez Ochoa,
CarlQ' Anuro Rio!ltlg8, vtctcr Avele, Alirio Chaparro, Hubs,. P6rez, Alvaro Cam.rgo, Rubiln
Plnoda, Gilberto Ortlz, Reineldo Coreo Varga., Hemán J'uregui, Juan Bautisto, Alberto
G6mez, Lui. Sauza, Juan Montero y Ferney FernandR.

2. Adoptar las medidas necesarias para que los familiares de las vlctlmas reciban adecuada y
oportuna reparación por las violaciones aqul e~tabl.cidas,

3. Adoptar las medidas neceeerles para dlir pleno cumplimiento a la doctrina desarroll.da por
la Con. Constitucional eolombilnl y por e~ta Comisi6n en materia de investigación y
luzgamiento de casos similares por la justicia p.n.1 ordinaria,

;

11. El 24 de octubre de 2000 la pomisión transmitió el Informe el Es !,do
colombiano y le otorgó un plazo de dos meses a partir de la fecha de transmisión: del
informe, para cumplir con las recernendaclones allf formuladas, El 24 de dlclernbr de, ,

2000 el Estado solicitó una prórroga que fue debidamente concedida. El 19 de ener de
2001 ei Ilustre Estado presentó su respuesta! a la Comisión. En esa misma 'fech ~ la

,

Comisión decidió referir el presente caso a la jurisdicción de la Honorable Corte.

IV. HECHOS

12. El 4 de octubre de 1987 Alvaro Lobo Pacheco, Carson Rodrrguez, I :ra81 '
Pundor, Angel Barrera, Antonio Florez Ochoa, i Carlos Arturo Rlatlga, Vlctor AY13la, lirio
Chaparro, Huber Pérez, Alvaro Camargo, Rul:jén Pineda, Gilberto Ortiz, Reinel'clo e rso
Vargas, Hernán Jáuregui, Juan Bautista, Alberto Gómez y Luis Sauza partieron d sde '
Cócuta a Medellfn3 en un camión rojo placas U20265, una camioneta F350 placas XK 63,
color verde, un taxi placa UZ3780 y un Jeep Nissan placas MC 2867 color azul. Pas ron
la noche en la Ciudad de Ocaña y continueronsu viaje por la vía Aguachlca, San Alb rto,
Sabana de Torres, La Azufrada y Lizarna. desde donde se desprende la carretera a P erto :
Araujo y Puerto Boyacá. El 6 de octubre al rededor de las 11 de la mañana pasaron p 'r el ' .
cuerío de Puerto Arauja, donde fueron requisados por el Ejército.

,

13. El testimonio del suboficial del Ej.rclto Luis Eduardo Vera Nieto, apostad en
la Base da Puerto Arauja, indica que i

,

!
montaron un retén a dos camiones a los cueles s~ les pidi6 documentaoi6n y Que al saber que
llevab.n electrodomésticos procedieron !I pedir ¡"¡documentación oorre.pondiente y requi.~ron
• l•• persones que iban en dichos vehfoulo$ y Ino les encontraron ningún arma, que como
tenían lo' documentación de lo mercancl. y nel tenran .rmamonto el comandanto deoldlO

: .

:1 Los comercl.nte$ debra1"ll alcanzar el pu.blo de 511n; L.ui, _1 dra 7 de ootubre 11I la 1 e.rn. donde 'e' &el\ 53L)1
8autisto FIQriZ los ••pereba oon Iitl fin do dejar loa v.l't(oulos '0 IJn g.r.ge que habr. censeguido en a.lIa ~ ueve .a Itu,
comerciantes e M.dellrn. ¡
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dejarlos ir haciéndose unlil bolete de eonl1:lncia donde a dichal perl!lonas no se les habra dado
mal trato, que SI los POCQS dfas le Informaron que habran desaparecido esas pereonl8 y los
vshrculce en Puerto Bovecá".

La requíaa de los comercientes en Puerto Arauja constituirla la última Indicación
sobre su paradero antes de su Ingreso al Munlolpio de Boyacá y la finca El Diamante.

of elal,

;,

••

,

•

) :,

l

14. Los Informes producidos por el Depertamento Administrativo de Segur
(en adelante "el DAS"), las decisiones dictadas por la justicia ordinaria e incluso el aut
cesación de procedimiento proferido por el Tribunal Militar" coinciden en sellaler qu
zona donde se produjeron los hechos, el municipio de Puerto de Boyacá¡ y
precisamente la finca El Diamante, se encontraba en ese momento bajo el control tot
un grupo paramilitar comandado por Gonzalo P6rez y sus hijos Henry y Mare.lo P
Dichas fuentes también confirman que el grup,j) contaba con el apoyo da las aJtorld
militares de la región.

15. Los testimonios recabados ante' la jurisdicción doméstica indican qu
detenci6n, desaparición y posterior ejecución de los comerciantes fue plan'
conjuntamente por el grupo paramilitar que opefllba en le zona y miembros de la V Br¡ ada
del Ejército. Concretamente, uno de los tastigps indagados con reserva de ide'1tlflc '16n
por el Fiscal Regional de Cúcuta en 1994 Indicó que Henry Pérez, Netson l.esmes¡ Edu rdo,

Ramrrez. Alonso Baquero y Panesso, reunidos erh El Diamante acordaron
I

Matar a los eontrabandlstas porque tanto en la Quinta Brigada como en la División e.tslien
dloiendo que esos contrabenetstae eataban Jodlen~o mucho v que eso se complementó con la
tnforrnaclén que teníe el bel.llón Calibro y Is XIV lIrigod.',

Al ser intl!Jrrogado sobre la eutcrra intelectual de: los hechos el testigo s8/1al6 que
j
1

De le Segunda División estebe el Sargento Otonl~1 Hernéndez[.. ] el comandante de la Qulhta
Brigada (General Vaca Perillal que por boca d~ Henrv P~raz decre que los tenía 1000$ y
preguntaba qlJé pasaba con esa gente o sea co'!' los comerciantes que estaban haci~ndo lo
que querían: el Mayor Ecnandfs [..1 ar. uno de lo, enleces firmes de Henry: que en l. dlvlsllón
estaba Farauk Yanine Dlaz qlJC' era el Impulsor: de todos 108 trabajos que se hloran eri el
Magdalens Medio', l.

I

I,
I,I
! i :,

,
,
,

!

,
" , 1

1

; I ¡
4 TeatimoniQ re8\1mida par 1111 Tl'ibunal Superior Militar el. l•• Puerr.as Militares de Colombia, Pro~eso '~166B '14·

XII·P:.1', Auto de cesación d. proc.dimionto d.117 de merac d. ~ gg.!!!. An.xo 87, P'O. 23. 'ii
I : I i

1I El Trlbun,. Svp.rlor Mlllur se"'aló que "El 8Plref'lt. arupo do autodofene8 eorn.r'ldado por Gom:aloiP,re.l. ; tl"lry
Nrez y Mate.lo Pérez, se aPQderilrlm d.l dominio material V ~lcOl6glco del 'ree general dt IOG Municipios 1d. Ci .~ra,

Puerto Aartlo 'V Puerto Boyacé, zona en la cual éj.tefen toda su~rt. d. cont~ole. V vlgilanci, ,obre la. person. V liS o,al;
que per allr se movillnban, es decir, no .e mcv(~ une hoja s1nlsu voluntad, aitueción Que 8unQU4! oonocida por la rn i,

~blic:, no fue I:úp.rada sIno después d. algun tiempo un poee l,rgo y j:)r'ctlclmente desl;II,J" da le muen~ de CJ, n:ctlo .:
Pérez," Al,lto de Cstación de Procedimiento del l' d. mlrzo de 199B, Anexo B?, 1"0. 27. :!I '

: I I ', , ,

. & Rel.c:ión d. la pr6etlca de pruebu del FilKlal de cucu~'fl (FI. 130 C03) del Auto de C"aQión de P'ro~d¡mie ,o dal '
TrIbunal Super10r MlIltill~ der 17 de marzo de , ese, Anexo 57, p~ . 20. :' II ,..

. ", ,, '
, Ibititlm, ~'g, 21 ,

•
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16. El relato de este testigo indica que los paramilitares enviaron a dos de sus
miembros a Uzama para recibir a la caravana que venta siendo seguida por el Sars¡' nto,

Otoniel Hernández. Desde allf la siguieron hasta Puerto Araujo donde los comercia tes
realizaron la parada referida supra el 6 de octubre de 1987 al rededor de las 11 d' la
mallana. Luego prosiguieron por la vfa Puerto Boyacá, pasando por Camposeco, el C, ce
de Zambito y el casarro El Ermitaño.

Cuando lIeooron e El Diamanle le selió el grupo especial que los eslaba esperando, no hubo
dtsparos sino que le cerraron el paso y de ahr loa condujeron a la escuela "Cero Uno" y los dOB
mucnachcs que habtan enviado se devolvieron para Puerto Berrio (pero] supieron que [toS
malaron) I tiros y 105 despresaron y los lenzaron al no en el sitio El Mango en la parte de abajo
de Puerto Zembito·.

La detención de las vrcttrnas por el grupo pllrlln1i1itl!lr de la familia Pt§rez fue l;onfirrnadap¡¡¡r i¡,

el informe preparado por el DAS en 19SS'. Éste indice que i '

por I
,

gos
"s o

! .,
,

a finales de Nov-87 t a l. elture de la f¡nc8 el! Di,mente, Marcelo Pérsz ¡nsuló un ret4n
procediendo interceptar 4 vehículos (1 llxl negro,: un carnienelto 300 y do. oamiones de gien
tonelaje]. en cuyo interior ae tranaporlaban 17 comerciantes de la ciudad de BUClrlmlng. y
electrodomé.ticos entre máquinas de escriblr. m6qulna. de coser industriale. de 40 puntedÍ!ls,
televisore. I.color, rollos fotogr6fioo8, fegJ,trador••, 'tendidos de terciopelo y otros ensere$./

,
, ,

18. Otros testimonios, también recogidos por la Fi5calfa Regional y resekado
el Tribunal Superior Militar, indican que dos chencercs (vendedores de boietas para ju
de azar) que trabajaban en el Iiree de Puerto BpyaCI!Í paseron por El Diamante a las s, ,
siete de la noche '

,

I 'i
l

'

17. El Informe complementario del DAS del 13 de febrero de 1990 5&l'Ia18 que, ,

tras ser asesinados y descuartizados, los cadáv,res de los comerciantes fueron arrojad s al
rre Magdalena. La declaración de Robinson Gut!érrez de la Cruz del 22 de octubre de 11. SS
señala que una vez fusilados' ,

I
l.,

les quiulron la cabeza, 'es Quemaron las plantas :d. l•• manos y luego los lenz.ron 81 ,ro; lo
cual hIcieron para no permitir que posteriormentd fueran identificados. En Barrlllnca hubo"un. ,
tiempo donde con 1reot.Jencia IlegabB gente de abajo, unO$ sin cabeza, otros con la. mallos
quemadas y esto :Hlcedió por los meses de noviembre y diciembre del año pasado l O

, "
•,

,
i,

,

,
I,,
!
I
j,

I
! I

, :. I

I IbldtJm. e.be acl.fer qu. la "'Escuela C.rQ Une" .toa t1fta olcIJel. p.ramlllur que funcioneb••n Ql k~ 9 de la vre
Pyorto 80.Y••' Zambllo. informe del DAS del 16 de marzo do 19.9, Anoxo 63, o'g. 12. '

• O.p.rtamento Administrativo dé Seguridad. C.ntr.al id. InteUgen<=¡a, InfOrma sobre organizaciÓn d. slc.ri Que
operan en el Magdalena Medio", 10 d. mayo de 1988, Anexo B~, p4g. 8. ' i i

10 Decll!lraciOn del señcr Robln¡on nunerrez de !¡. C:;ruz ante el Juz:gllldo , e d. Instruocion Cr;minal, 22 de QC't , r. de ,
'. I ', 9aS, AnO"o B1. pág•. 3-S. ii

,

I
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y habra un tranc6n de carros y que hicieron ,pegar las luces; que am estaba Mare.lo P.rlz con
unos 20 hombre" bien armados; que allf estaban los ecmerclentea cuando los autorizaron a
pasar con 18s motos; Que al otro dte se oyó el oomenterlo que a lea gente 111 hablan Hraspadoll
es decir la habr.n matado y que eran 17 comerciante8 que .ran contrabandlstss11

•

I
I,,,,

,

,,

19, Los testimonios indican que la marcencra fua en parte repartida entre los
participes de la masacre, en parte puesta a la venta en un almacén de Puarto SOY~Cé,
propiedad de la esposa de Henry Pérez y otra enviada a Medellfn. 12 En cuanto alias
vehículce. ciertos testigos afirmen que fueron retenidos pera uso en la haclend~, El
Diamante y el taxi enviado a Puerto Soyacé, donde permanecieron camuflados por carpas
suministradas por el entonces alcalde de esa ciudad. El Informe del DAS, por su pa!rte,
lndlca que el camión fue incendiado y tiempo después partido en pedazos y arrojado ~ un
lago en la hacienda El Diamante. 13

,',

!

20. Con relación al destino de Juan Montero y Ferney Fernéndez, el relato dios
,

chanceros prosigue señalando que '

, ,
¡ í"

,
,,

A lo. 15 dfes bajaron dos muchacho, en una moto Yameha preguntando por les ccmpeñeree,
i5igl,lieron heete Boyacá y Mercelo [P4!rez] 1<18 cogió y loa mat6 ayudado por Carlos LOIJ!. y
vrctor !Iliaa "Bimba" Que los mataron a maohete, los echaron en costales y los tiraron .1 cal'\o
El Ermit.~o",

,
,,,

El Informe del DAS del 10 de mayo de 1988 confirma que quince dras desp,,'s d la
masacre. en el mismo lugar, fueron interceptados otros dos comerciantes quien_s fu ron
en busca de 'as 17 víctlmas en una motocicleta Yamaha 175 e.o, color gris, y ~ue e tos

, '

dos comerciantes también fueron asesinados por paramilitares de la finca El Diamante'"

,
!
j

,,
;

,

21. La Cornisión considera que estos' elementos prueban que el 6 de oetubn de
1987 los comerciantes Alvaro Lobo Pacheco, Gerson Rodrrguaz, lsrael Punder. A gel
Barrera, Antonio Fiorez Ochos, Carlos Arturo R~atiga, Victor Ayela, Alirio Chaparro. H' bar
Pérez. Alvaro Camargo, Rubén Pineda. GHbetto Ortiz, Reineldo Corso Vargas. He, én
J6ureguL Juan Bautista, Alberto Gómez y L¡Jis Sauza fueron privados de BU' libe, ad.
detenidos. desaperecidos y ejecutados por un ;rupo paramilitar, creado y promovtdo pr el
Ejército, que operaban en el municipio de BOYll<lá, y que Juan Montero y Ferney Ferné' 'dez
corrieron igual suerte el 18 de octubre de 1987.

,
! '

,
,,
i

11 Auto de Cesacl6n de Procedimiento del Tribunal Su~.¡or Militar del 17 d. marzo do 195tS, Anexo 87. pág. I 9,
I .! !

12 A!Jttl d. Ceuei61"1 d8 Procedimiento dill Tl'ibunal Superior MilitlDl' del 17 de m.r;t;O de 1998, Anexo B1, ¡:¡4;g. ; O.
,

1'1 "Informlclón adicional sobre la maSlQt. d. 19 comercl'",'. en lurtsdlcclón d. P'ucrto Boy.c'" r,mltlde l· or el : '
DAS .1 Prccuredcr OeleWlldQ de Oetechos Humengo al 12 de octubre de 1990, Anexo 64, P'O. 1. ':'

14lbldem.
,, ,

Hi Departarn.n;;Q Adrnltllltretivo de S'i!gurldlld. Centrll de ln'bllliO(lncia. "Inform. sobre Orgsn;uciól"l dI Sicar1 , Ql,le '
Ope,an en el Magdalena Medio', 10 de mayo d. 1988, Anexo 82. p'g. 8. "

i
!

1,,,,
i
I ,

r ,
I .



r
1

000010

8

V. RESPONSABILIDAD DEL ESTADO COLOMBIANO POR LA VIOLACÓN 'DE
CONVENCiÓN AMERICANA

A. ATRIBUCiÓN DE RESPONSABILIDAD

22. La Comisión considera que los hechos resellados supra resultan atribuible al
Estado colombiano y, en consecuencia. comprometen su responsabilidad conform al
derecho internacional. Según señala la en jurisprudencie de la Honorabla Corte, para ue
se configure este tipo de responsabilidad es suficiente la demostreción de que ha ha do
apoyo o tolerancia del poder público en la infracción de los derechos reconocidos e la
Convención' 6 .

,
141 010'

, ,

23. En primer lugar corresponde sefllljlar que, según estableciera I/!I ClljlH e ,l',u
Tercer Informe sobre /a Situación de los Derechos Humenos en Colombia, el Estad ,ha
Jugado un pllp",1 importante en el desarrelle de los lIemados grupos paramilitares 1 qul 'es
permitió actuar con protección legal y legitimidad en las déeadas de los sesenta, seten' 'a y,
ochenta, i ¡

I,

24. Efectivamente, el Decreto da Estado de Sitio 3398 de 1965 (que otganiz la
defensa naclonal) dio fundamento legal a la creación de grupos paramilitares al disp "ner
que "el Ministerio de Defensa Nacional, por conducto de loe comandos autcrlzados , p 'drá
amparar, cuando lo estime conveniente, como de propiedad particular, armas que et6n
consideradas de uso privativo de las Fuerzas Armadas" ." Dicha autorización :tuvo Ipor
efecto el surgimiento y forteleclmiento de grupos paramilitares desde mediados dlli los ~os
sesenta en adel/!lnte.' 8 Estos grupos, promovldes y creados por sectores de las Fue ¡as
Militares, buscaban defender los intereses de algunos individuos o grupos m~dlant' la
violencia. ' 9 ¡

,

i

,
j
¡
\ ,

25. Como resultado de su motivación contra insurgente. los paramilitare~ naei
ligados al EJ6rcito colombiano. Según reconociera el propio Tribunal Superior Mi~·tar a
auto sobre eesaclén de procedimiento contra los oficiales acusados en razón e au. ,

intelectual de la masacre de los 19 comerciantes, "por la anterior situación j'!Jrfdic·
consideraba que los grupos paramilitares eran legalee, circunstancia admitid. por

11 Corte I.D.H. ClJ.SO ~njagutJ Mor.IBS y otrol, S.nt.ncle del 8 dd m8no d. 1998. párrafo Sl1.

17 Art;fculo 33(3) del cecreee :3398 de 1965.

ron
su
ría
se.
las:

,
1& C"l 2!1 li"IO& des.pués, en 1ssa, el artIculo 33~31 f .... d.¡lIIdo sin vigencI•. Le norma (que h.bf$ &ldO I)(ped, a d. '

manore supuestem."'te transitoria, en virtud de une declelractón d. elltedo de sitiol hebra sido conv,rtida .~ IGgl~' cl~f"l
pormanente mediante la Lay 48 de 1i'ee. Sin ambergo, dade 1'; .vidlll'lte grl!ll'Yeded del 1enómeno pa"miliUII' ....tont. O en
tal norma, ésta fu••u'~andid8 mediante el OéctQto B1, l!ldoptado por el Gobierno NlCOliQn11 en abril dl1sse. ¡Un me mb
tarée, el 26 de m,yo del Mismo ano. 1, Cone Suprema de Justir;:i. dsc::lar6 inconltltuciol"'lel el artrcloIlg ~313) t:J jo la
consideración de que 111 UtnQncia de armes de gLllrrm debe ser monopolio del eeladQ y que, por 19 1.nt~, 101 po_
p¡r.ml1ltlltS5 no pueden l.nllt nlngunel b830 Qon.-cltucionel ni 10'11. Sin IIImb.rgo, los eru~a par!lmilltlr•• h'" contil u.do
exjatilndo y fcrtal6ci'ndo8e IlIn Colombia, a pesar dlll la iupreslón dll sustento leglll QU. los respaldaba, d.~d.o en u.n.
parte I 11 dln'mica generad. por la vIgencIa de la c:itldo norma duram. un cuarto de siglo. ~ I

,

1/1 Ver CIOH, r.rcer 'nfarme ~"b". IQ Situllc;ón d~ Jl!JS D.'IICho8 HLJm~"O$ en Ca/ambla (1999), CilPI'1';'lo 1, p afo.
1'.19,

,

¡
I

1

I
; :

r
t /
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autoridlldes y por esa razón gozaban de su apoyo,,20. Finalmente el 215 de mayo de 198 , la
Corte Suprema de Justicia declaró la Inconstitucionalidad de la normativa referida, quita'do
el respaldo legal a su vinculación con la defensa nacional, tras lo euat el Estado adoptó ! na. 'serie de medidas legislativas para crlrnlnellzar las actividades de estos grupos y de qUlll' es
los apoyen".

26. Como consecuencia de esta situación, y según ya señalara en SlJ Te 'Cer
Informe sobre la sttuecto» de los Derechos Humenos en Colombia, la Comlslén consi 'era
qua el Estado colombiano es respcnsable de manera general por la existenci y
fortalecimiento de los grupos paramilitares". Según ha estableoido la Honorable Corte, los
grupos de civiles que gozan de una relación legal/institucional con el Ejército, real' 8n
aotlvldades da apoyo a las Fuerzas Armadas y aun más, reciben recursos, armamant o
entrenamiento eje ellas, deben ser considerados ¡como agentes del Estado y por lo ¡tant ilos ií"

actos de dichos grupos resultan imputables II éste". ' '

27. En el presente caso, 188 pr...ebj¡s disponibles indioan que miembros, del ,
Ejército colombiano y el grupo paramilitar comandado por el dueño de la finca El Diam nte
vigilaban y ejercCen control de manere conj ...nte en le zona donde se produjeron los hec os.
con el propósito de combatir a grupos armados disidentes. En este sentido el Juz 'do
Regional de cucuta estableci6 en su sentencia de primera instancia contra lbs el' i1es
implicados en la rnesacre que '

,
•

Uno de los aspeotos relevantes en e't. proc.'o y que caUS8 honde preocupsoión Isi el
etinente 8 los claros vfnculoa existente. entre 8St08 grupo; ;1 margen de la reV y '8& luertas
dg,l orden legalmente establecidas, quienes 8ctú8n mancomunadamente V con unidad ¡de
designio orlminal, con el pretexto que unos y otros persiguen un objetive común¡ acabar CO" le
su bversi6n 24.

I
I

Los informes producidos por el DAS oonfirman ei carácter de las relaciones entre míern aros
del Ejército y los grupos paramilitares de la zona:

~ra ecrnün que las Unidades de Contraguerrilla di! Batall6n Bl!rbula adelentaran los petrullajes
por el MBgdalen8 Medio con miembros de las 8utOdefensaB::!!l,

CL,lalquier extraño que penetra la reg\ón es asesinado por 105 sicarios de la organización de:loSl
Pérez, quienes son personas conocldas en las insta.laciones militares acantonad•• en el sector,
debído a que también lideran y promueven grupos de 'autode1enss' campeaina¡ camufladoli en
l. Asociecl6n de Ganadero. dol Magdelena Medio ACOEGAM".

j
ao Tribunal Superior Mm1:at de ~as Fuern8 Militares de Colombil!l. Proceso 13' eee~3114-Xll.F.77. Autc;l de ee lació" ;

de prQl;:edimiElnto del 17 de rnerac dé taSa, Anexo 67, p'O. 106. 1

1:
11 Deo retos 1194 del So dé Junio de 1969 V 2286 d. 199' .

22 TQfe" Inform. $obre la Situl1ción de 10$ o.,et:hos Hum'nQ~ .n C()lombi. (19139), Capftulo IV perrafo 2~6.,

21 Corte I.O,H. CUQ Sl~k~~ Sentc:ncitJ cf~/24 d• ."eJ'O de 19$5. pámlfca 76 y 7S.

2' Juzgado Re\JiQnal de cucuta, SentElnciil de Primere lnst.ncl,ar; del 2.8 de m.yo de 1997,

25 InfQrmlil del DAS del 15 d. r'l"IIi!Ir20 de '999, Ano)(o 93, pég. 10.

! '

I,
I
i,

" Informe ~ol OAS del 10 de moyo d. 1966, Ano•• !2, póg. 12.

, ,

,
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28. El Ilustre Estado ha reconocido ente le Comisi6n que la re'*ci6n. de

cooperación entre el grupo paremultar que ectuaba en la zona al momanto de los hechd y
sus propios agentes encontraba sustento en s~ propia legislación. Oe hecho, ese fu el
fundamento para exonerar de responsabilidad 8 los miembros del Ejército lrnpllcedos e' la
ejecución de las víctimas. EfectIvamente, el Tribunal Superior Militar Justificó la pond ¡cta
del General Faruk Yanlne Diaz de instar a los "campesinos", es decir a los mier/lbros del
ACDEGAM, a "8doptar una actitud ofensiva" ..¡, proveerlos de a~mas con salv09ondu, te.
como una acción amparada por la ley con el fin ¡;te arnmorar la acción de le guerrlll•. " I, '. . i

1

Cuamdo el Batallón Bérbula celebrll algún acto especial, la organización de Puerto Soy.e.
obsequia 2 6 3 novillos. En este Batall6n exilten dolS cemlenetae Toyota donadas por
ACOEGAM [.. ] Durant.. I..s fiestss navideñas de cads año. la sutoridade. militsres y de Polioía
suelan acudir por el "aguinaldo" ¡ la ca.. de Henr'/, Pérez en Puerto BOYict. Muchos oliclal..
y suboficiales del Ejército y la Pollcle ton pronto ee retiran de les files. se incorporan e le
org8lniIGoi6n. Una parte de las donaciones o compras de medicinls para ACOE.GAM se utilira
pere ouxlller el Batall6n ilérbula. 0.1 sistoma de comuniCaciones con que cuenta 'le
organIzación e;ltisten estaclonee de radio instaladas en ",1 Cuartel de la poliora. Alceldh!
Municipal y Betallón Bárbula".

Asimismo, el Informa dal DAS del 13 de febrero de 1990 presente una relación Ide
"mlembrcs y ex miembros de les Fuerzas Armadas Involucradas con la organlzeción diri da
por Henry Pérez,,·6. Otros elementos de prueba que constan en al proceso llevado a e bo
en el ámbito die la justicia penal rnllltar Indldan que miembros del Ejército f,clllta 81'1 i1;
entrenarníento'" y ermas" a este grupo de paramilitares. ',

,,

,

,
i

Z1 Informe del DAS dClI 1S dg marzo de 1989, Anexo 93; pág. 62.

,

-

2~ Emre lo. ml.mbtos del Ejército m.noten.do, se cuenten el $I,lbt.n'.nte (rj Lu's AlbertO Meneses, iaez" ui."
trabejaba eo" '111 lutOld.1.nu estando en pl8nt' en _1 a.tallón B6rbula; el 't.nlente Coronel Rito Alejo d.1 Rlo. \quien ,. el
Comandente del Batill16n Girardot de Medellf", (lvi." en verles ocillsionea informó 11 ~enry Pérez lobre posible. qperativ "s en
la 20nl de Puerto BOYIQ' V nombres de oerscnet d.1 EJ'rcito con quienes ee pcdro o no tratar p,,~ C:¡ut oolabo~arl!ln e IOIji
paramllltafos; el Teniente (r) Rieal'do R2Imr,ez quien estuvo trabejando en el S8Ihllón Bárbula en 1iS2, ficha destte la e 1.-
vInculó con p,r.mlllt.r•• V luego con el narccterrcrtsmc, y el Teniente CerIo, HUn'lberto Flórez, Ver Anexo 84. ¡ "

;

11 Ver Ind.".1orie del Tanllnte Coronel Nav,". Rubio resOeeto de 1.. cual la indica "'En Quanto a que la Ictivi .de"
il(ci1U d. los peramilitares 1I~l!Varan el visto bueno d. 11;1$ Co.....and8ntelS di le Brigada XIV y de 101 Bltall nes e ibfo,
Bomboné, Bárbula l Rafael Reye5 y Lucilno D'Luver manlf,lrtó ~ue no le constlba nada dls11ntQ de l:¡L11 el Ba lIón B bulji
I!lpoy"b.t .. lo. paramllltlres concret,menttl ., Teniente Coronel Lula Arsenio 6ohóTl;¡U82 Momoya V. muerto, que lel flc .ba
entrenamientC Iliin qua lo hubiere ?gdida confirmar", Trlbun,1 SU~llIrior MlIIt81, Al.rto de cesaciOn dt procedlmie to de' 7 de
marzo da 1e1lS. An'''o 117. I I

30 el Trlbun.t Superior reproduce 1;.ft.tlmonios que h,dic:.n eue "el General Yanine Oraz, CQm,;mdan1:8 en ~S8 ép • dé
la O'clma Cuarta 6rlg.dl. rl!lLlnió a todos los l;lij!lmpuinoa en PuerCo e.l'tlo [..l y orient6 • ~I gente cómo tanta QUP orgaf1 ,r,!jis
para COMbatir 1" svbv.ra¡ón V quid! no tenr8lrno, qu. dllljarl'llos "huevoniat" de ollos e ¡nclusi.... les vendiO el arrnaftllnto n su
rUPIICltlvo salvoconducto." Tribunal Superior Mlliur de las F\.leru, Militares de Colombia. Proceso 131668-3t 14-XlI ,77.,
Auto de cesacten de iPrQQ,dimilffl"lto del 17 de rn"~zo d. 19ge, An.lCO Q7, p'g, '6, li ' :'

• I
3\ Ttibunal Sup"ior MlIlur de las Fu.~•• MlIltares de Colombia, Proceso 1316S8-3114-Xll·F.77, Autq de oe ~eión '

de procedimiento del 17 de m,r:zO de 1998, Anexo B7, pág. 108. Ver tarnblén ·Inform. cHt le vl"iu r..I'ZBd~ e ~olom par'
dce miembro. d.1 Grupo d. "rabalo sobre Oenp,rloionalll Forzed.. o Involuntari6ls" (24 de octubre. 2. de l\loviem r. de '
19881 E/CN.4/19B9/18/Add,1, e d. f.b,.roda 1e89, Anexo 810, pig. 3, .

\

I
•

, i
! 1
: !
I,
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29, la Comisión considera los elementos de prueba apuntan a la participa 6n
directa de agentes del Ilustre Estado, concretamente oficiales del Ejército. en 18 aut' ría
intelectual de la masecre de los' 9 comerciantes. Cabe destacar que dichos elementOl! 'de
prueba sirvieron de bese para la vinculación y el dictado de órdenes de prisión preven ¡ve
en contra del Mayor Oscar de Jesús Echandía Sénchez. el Sargento Otoniel Hernárl' ez,

Arclnlegas. el Coronel Hernando Nava. Rubio y el General Farouk Yanine Díaz por part ,de
la Unidad de Derechos Humanos de la Fiscalía Y que estos imputados fueron exculpa' lOS

tras el traslado de le causa a la jurisdicción penel militar. cuya compatibilided con' !Ias
garantías de protecci6n judicial de las víctimas y sus familiares serll objeto de análisis In" •

,

I
LIBERTAD Y LA INTIOGRIADVIOLACiÓN DEL DERECHO A LA VIDA LA

PERSONAL
B.

30. En vista de estas consideraciones la Comisi6n solicita respetuosamente
Honorable Corte que declare que le son Imputables al, Ilustre Estado tanto las violacion
la Convención Americana cometidas como resultado de los actos u omisiones de s!Js pr

,

agentes como aquellas cometidas por los miembros del grupo paramilítar que operjaba
reglón con su apOYO Y que. a tales efectos, éstos deben ser conslderados eemo age
del Estado.

,

,,

31. La Comisión considere, con base. los hachos relatados, que el Ilustre Es do
es responsable por la violación de los dereohos a la vida. le libertad y la integridad pers nal, ,
de las víctimas, consagrados en los artIculas 1'" 7 Y 6 de la Convención Amerifana El
artículo 7 de la Convención Americana establece, inter "lie. que .

,
!

1. Toda persona tíene derecho el la libertad y Je seguridad personales.
2. Nadie plJ6dlil ser privado de tu lib.rt~d trajee. salve por las causas y en ¡las
eondicion.Sl fijadas de antemano por las ConatituoJonel POlrtiC8S de loa Estado partes O ~or u.s
loyes dictada. conformo a olio.. .

,
\

,,

I
, ', I, ,

32. En el presente caso la Comisión, ha establecido que Alvaro Lobo ~Pach' ca,
Gerson Rodrrguez, Israel Pundor, Angel Barrera. Antonio Florez ochca. Carl4l& A 'uro'
Riatiga, Victor Avala. Alírlo Chaparro. Huber P6rez, Alvaro camarao. Rubél!1 Pi 'da.,
Gilberto Ortiz, Reinaldo Corso Vargas, Hernén Jáuregui. Juan Bautiste, Alberto ;Góm z y •
Luis Sauza fueron retenidos por el grupo paramilitar que operaba en el Municipio ~e Bo :acá'
hacia el anochecer del 6 de octubre de 1987 hasta su ejecucIón asa misma noc e o dfa
siguiente, 7 de octubre de 1987. Posteriormente. Juen Montero y Ferney F rn6 ez.:
quienes se encontraban recorriendo la zona en busca de los 17 co ercl tes,
desaparecidos. fueron temblén retenidoa por el grupo paramilítar comandado por, le fa , ilia ;
Pé~z. .

,,
~
I ,

33. La Comisión considera que las víctimas en el presente caso fuerOrlarbi aria, ,

e lIegftlmamente privadas de su libertad por el grupo paramltlter. Dichos grupo~ arrn dos'
de particulares carecen de toda potestad legel para Interferir con la libertad fíelc 'del ato,

de los ciudadanos. En vista de que. según se ha establecido I!JUprB, en este cas los tos
de los paramllltares resultan Imputables al Ilustre Estado, cabe concluir qu ést es
responsable por la violación del artículc 7 de III Convención Americana en perjuIcio d las
19 víctimas. I 1
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34. La Comisión considera asimismo que los hechos que precedieron le ejecu ón
de les víctimas y sus clrcunstancias permiten inferir el padecimiento de sufrimle; to
psicológico y moral. En este sentido, cabe sel'ialar que tanto la Corte Europea de Derec ;os
Humanos como la Honorable Corte han sel'ialado Que en ciertos casos la amenaza :de
tortura, en sr misma, puede constituir una vlclación del derecho al trato inhumano prev . to
ya see en el artículo 3 de la Convenci6n Europea o en su strnl], el artículo 5 d ; le
Convención Americana, respectivamente." En el presente oeso, la Comisión ccnsldere ue
las clrcunstancies que pracedieron la ejecución de los 19 comerciantes constituyeron un
anuncio o amenaza real e inminente de que serían privados de su vida de manen¡ arbltr rla
y violenta lo que, de por sL constituye trato inhumano en 109 t~rmlnos del artrcuto 5 d, la
Convención Americana.

35.
derecho a
arbitraria.

El artículo 4 de 111 Convención Americana
que se respete su vida y que nadie puede

I
establece que toda persona ti ne
ser privado de la vide en fo me

,,
I

Ii'
1

,
, ,

37, De las pruebas aportadas se desprende Que las vrcnmas en el presente asc.
fueron arbitrariamente privadas de sus vlda~ en estado de indefensión, mi+ntra se'
encontraban baja el control del grupo paramilitar que operaba en la zona y qua t~les a tos'
resultan imputables al ilustre Estado.' :,' ;

i
• j i

38. Por lo tanto la Comisión solicita a la Honorable Corte que declare ¡al Es ado I
colombiano responsable por la violación de los cIlerechos e la vida, la libertad y la jnteg ad'
personales consegrados en los artlculos 4, 7 y;5 de la Convención Americana e~ parj, Icio '
de Alvaro Lobo Pacheco, Gerson Rodríguez, l*ael Pundor, Angel Barrera, Antcnte Fl rez
Ochoa, Carlos Arturo Riatlga, Viotor Ayala, Ali~io Chaparro, Huber Pérez, Alvaro p'am' go,
Rubén Pineda, Gilberto Ortlz, Reinaldo Corso' Vergas, Hernén Jáuregui, Juanl Baut sta,
Alberto Gómez, Luis Seuze, Juan Montero y Fe~ney Fernández. i

, I 1
• • ) I

C. VIOLACiÓN A LAS GARANTIAS ~UDICIALES V LA PROTECCIÓN JfDICI1

1

L

39. La Comisión considera que los tecursos judiciales erbltrados por ¡.I E ado '
para esclarecer la muerte de las víctimas no s~lsfacen los estánderes de justlcl~ prav tos
en la Convención Americena. El juzqarnlento d~ los oficiales del Ejército, presuntee au, res

, ~ ., '
1 '

3~ en ••tl 'sentldo ver I:ur. Court H.FL CtJmpbefl 6nd :Cosen5 Judgm."t of 25 F,btu_'Y 1982, S.n .s A, o 48"
párrafo 26, cltedc por la corte I.O.H, en el Casg VIJI.ur'" Mo,.• .t V otros, S.nMl"lcla d~/19 d. novilJmbrr d. 119991 Hafo
16S, !

36. Según surge de las alegaciones d$ hacho y de las pruebas aportedlils, Al' aro
Lobo Pacheco, , Gerson Rodrrguez, Israel Pund6r, Angel Barrere, Antonio Flore~ Oc
Carlos Arturo Riatiga, Victor Ayala, Alirlo ChaP1!lrro, Huber Pérez, Alvaro Camar~o, R én,
Pineda, Gllberto Ortiz, Reinaldo Corso Vargas, Hsmán Jáuregui, Juan Bautistl!ll, Alb tia I
Gómez y Luis Sauza fueron ejecutados por slils captores y posteriormente sUlll cue pos
fueron destruidos de manera brutal con el 11n ~e Impedir su identificación. Aslnilismo' se
determinó Que Juan Montero y Ferney Fernéndllz corrieron similar suerte tras su ~eten ' én-
deseparlción el 18 de octubre de 1987. ' ', ,

,,

,

,,

,

I
)
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intelectuales de la masacre, ante la justicia militar que culminó con la cesación l.de
o

procedimiento, vulneran las garantías previstas en los artículos 8 y 25 de la ccnvenc Ión
Americana, Asimismo, el juzgamiento de los civiles responsables por la autoría materia Ide
los hechos aun se encuentra ,pendiente, a pesar de haber transcurrido trece años desd la
ocurrencia de la masacre. !

!

40. La Investigación de la masacre ante los tribunales internos fue abierta el,127
de octubre da 1987 por el Juzgado Octavo de Instrucci6n Criminal de Cimitarra. !Sin
embargo, a pesar de la existencia de pruebas sobre la autorta y la ubicación del IUGlar do:. de
habrían sido ejecutadas las víctimas y destruidos sus vehículos, la investige 'ión
permeneci6 radicada en la Flscalra Regionel de cucute por más de siete años sln qu o. se
vinculara a personealguna'I',

'41. Fi1nalmente, el31 de marzo de 1995,IaFiscalla Reg~onal de Cúcuta~lnc bia 1'"
un número de civiles a la investigación y dictó medida de asegura/niento en su contra. o lEn
septiembre de 1995, la investigación fue traslal¡lada a la Unidad de Derechos Humano o, de
la Fiscalía General de la Nación. El 9 de ebrilde 1996 la Unidad de Derechos Hum os
vinculó al Mayor del Ejército Oscar de Jesús: Echendfa Sénchez y al Sargent~ Ot. niel
Hernández Arclnlegas a la investigación, Este último fue capturado y el 29 de may de
1996 se profirió medida de aseguramiento en su contra. El 25 de junio de '199 . se
dispuso la vinculación del Coronel Hernando Navas Rublo y del Cieneral Farouk Yasine jaz,

, i

vinculado al proceso como presunto autor intelectual de la desaparición forzada y ,,¡ecui6n
extrajudicial de las víctimas. : i

, ,
,El articule 811) de la Convención Amaricana establece que:43.

,

Toda persona tiene derecho 8 ser orda, con las debidl$ garantras y dentro
razonable por un juez o tribunal competentt,·, indep8ndiente • lmoarcial
detarmin.ción de su. derechos y obligaciones [ ..J.de cualquier {,,) cerllcter.

,
42. Como respuesta, el 5 de novlembre de 1996 el entonces Coman~ant

Ejército NacIonal Harold Bedoya Pizarro, en su ceraeter de Juez de Primera nst8
promovió consten de competencia positiva contra la Unidad de Derechos Human s e
fin de que se trasladara a la justicia panal militar le causa contra los oficiales vinc lado
26 de noviembre de 1996 el Consejo Superlcr de ia Judicatura dirimió la c lisió . de
competencias en favor de la jurisdicción militar. ~3 El 18 de junio de 1997, el juez ¡milit ' de
primera instancia ordenó la casación de procedimiento en favor de los oficiales vlr,cula .os.
El 17 de marzo de 1998 el Tribunal Superior Militar confirm6 dicha resoluci6n." i, I,

i
o

I
de un pljozo
[.,1 paral la

o,

j
j

I

El articulo 25 de la Convención Americana establece que:
,

1. Toda persona tiene derecho a un recuraa sencillo, y r6pido o SI euetquler otro re04rso
efectIvo In1;. los jueces o tribunales COfnpe1;entes. que la ampare contra actoe ~ue
violen sus derechos fundamentale. r.~Qnocidos por la Constitución, la ley 1la

:I:J O.clsión del CQnslljo Superior de la Judicatura del 2& de noviembre dll 1995 (10764 Al, Anexo Be.],
¡ ~

)4 'Tribunal SlJperior Militar de las F"".r1,:U Militares de !f0lombla, Proceso 131666-3' 14·XU-F.77, Autp ele e
de procedimi.nto del 17 de m,rzO do 1998, AnllllCO 87, ~

,
o

o

o •,

ación!

•

I
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i
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presente Convención, aun cuando tel violacl6n sea eometidll por personas ~ue ractt1en
en ejercicio de 8US fyncionea ofiQlalell.

2. Los Estados Parte se comprometen .~

a. I garantiUr qua le autorioad cempetente pravista per el s¡.tema leg.1 d.1 Estade
dacldlr6 sebr. les dar.ohes de tod. parsen. que Intarpong. tal recurso:

b. a de.arrollar las pO$lbllid.des d. recurso judicial, y
O. 11 garantizar el cumplimiento, por 181$ eutorldads8 competentes, de tode decisión en

~ue se haya estimado procedente el recurso.

Estes normas establecen la obligación de prever el acceso a la justicia con garentfes' de
legalidad. independencia e lmparclalidad dentro de un plazo razonable, asr com , le '
obligeción generel de proporcionar un recurso Judicial eficllz frente a la violacién de Ilos 1,
derechos fundamentales, incorporando el prinellplo de la eficacia de 105 in5tru,."en~ ,1 r ;b
mecanlsmos procesales. Según ha señatado le Corte tnterarnericana, conforme a e' tas I,
normas

,

los Estados partas se obligan a $umlnistiar recursos judiciales efectivos e las
vrctlm"s de violación de los dereohos humenbs -ertrcuto 25-, racurscs Clue deben 'er
sustenciadce de conforrnldad oon les regl"." del debido prooeao legal "artículo BJ".,
todo ello dentro de la obligación general a cargo de los mismos Estedos.~e

garentiur el libre y pleno ejercicio da los deiechos reconocidos por le Convención e
tode persone que se encuentre bajo su jurjsdicci6n3&. 1

ar,
ión
en
os
la
la

44. La Comisión ccnsldera tlue en el presente caso la actividad jud lal
emprendida por los órganos del Estado. concretamente las [urtsdrcclones ordinariaiy mil

"durante más de una década no satisface los 'estándares establecidas en la C~~1Ven

Americanl!l en materia de protección ludlcial. La Comisión a continuación se rE\'terirli
primer término, a la eficacia de la investigación y el juzgamiento de los civiles lnvolucr
en la masacre, por parte de la justicia ordlnarle, y en segundo término al trasllldo
causa contra los miembros del Ejército formalmente acusados de la autorfa Inteledtual
masacre, a la justicia militar.s

,,

la :La eficacia de la investigación y juzgamlento de los civiles involucr.do.
ma.acre

1.
I,

45. El artrculo 8( 1) de la Convención Americana ssteblece el derecho de oda I

persona a ser arda dentro de un plazo razonabl~ para la determinación de sus darecho de '
toda indole. El artfculo 25 establece que toda persone tiene derecho a un recurs~ efe Ivo '
ante los jueces o tribunales competentes, qlje la ampare contra acto5 que I/iolen sus l'
derechos fundamentáles. Estas normas tambl'n cobijan el derecho de las vrctif'i,as d un ¡
ilrclto, o sus familiares, 1!I que un tribunal penal ordinario determine la identidjld dios 1

respcnsables, los juzgue e imponga las sanciones correspondientes con la. de das;
garentfas. La Corte ha establecido que a los: efectos de determinar la razonatllíde del I
plazo dentro del cual debe recibirse la debida protección judicial por parte de 11$ órg nos I

, ,1, '

•,

3& Corte I.D.H. Caso VelAs,,,,ez RDdrlguez, ~xc.pC¡Ont. Pr,lfmlnJJres, 5entlilnci;a del 2e: de Junio de , $e7, rrllfo
91.

,

,
,
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competentes deban tenerse an cuenta la complejidad del asunto, la actividad procesal 'del
interesado y la conducta de las autoridades judiclales38

•

46. Seg(¡n ya se ha establecido, tras Ser abierta el 27 de octubre de 1987 p 'r el
Juzgado 8 de Instrucción Criminal de Cimitarra, la investigación de la masacre de los 19
comerciantes permaneció radicada en la Fiscalfa Regional de Cúcuta por méll de sIete os
sin que se vinculare a persona alguna. Finalmente, el 31 de marzo de 1995 se vinculó' un
número de elviles a la investigación y se dictó medida de aseguramiento en su col'itra 37

. ; En
septiembre de 1995, le Investigación fue trasladada a la Unidad de Derechos Humano de
la Filcalfa General de la Nación38

•

,,

,

!,
,,

47. La primera sentencia condenatoria contra algunos de los autores maten les
fue proferida por el Tribunal Nacional el 14 dlt abril de 1998, vale decir, a mé¡s de~a ,Ih
década de ocurridos los hechos. Según surge de la información aportada por ~I Est do,
recientemente se produjo la calificación de la in,vestigación que se adelanta contra el r lito

, ' I ,

de los civilee Implicados. Efectivamente. ellO, de agosto de 1999 se dictó resqluci6 , de
acusación en contra de Luz Marina Ruiz de Pérelz, Diego Viafara Salinas, .Jalro lván G Ivls
Brechero. Waldo Patiño Garcra y Lanfor Miguell Osuna Gérnez , Transcurridos trece allo de
la masacre aun no se ha juzgado a todos los autoree materiales.

,
48. Cabe señalar que la Comlsién no es ajena al contexto violencia qUel se

y aun se viva, en esa regi6n del pafs y aprecio las dificultades y los riesgos qu!e pu'
haber sido afrontados por los funclonerios judi~ialas encargados de la invastigac~n d .
hechos materie del presente caso. Sin embargo, considera que la situación n. jus ~ica I

omisiones al cumplimiento de la obligaci6n bálii~a de impartIr Justicia, tales como' I ret rdo
de siete años en la apertura formal de la Inves.igación de una masacre. Con ral cl6nb la
complejidad del caso y la actividad de las partes interesadas, corresponde sell ler q'a a,

oro,ae corre I.D,H, Cno GOf'¡iC L~cayo. Sontencl. d.1 291de enero de 1997, parrales 77·81;
S.flt~tJcilJ del 12 de "ovl.mb~ d. 1997, párr8fos 60-76. ,,

H El 31 de m.n:o da 199513 Fiscalfe Regionel de CúclJta dictó medid' de •••guramlento d" detenl;:16n pr'ev ntíve '
contra Nelecn Laames Leguizamón, Carlos Alb.rto vepo. Loindono y Wilaon de J ..~s P.rez Durén, Cl~.ne. eron
C¡¡Ph,I,.doe: .1 6 el. Junio se tomó la mililmil d.chl16n eeet-e Mar~lIno P.n.sso Ooampo. Qule" se encomtl!llbll c~ndenl!l' gor
la maner. d. la Rochela. v et 5 de septiembre de , 995 contra Alonso de JasÚ¡ !laquero AgudelQ. eon ~Q1lacI6n;a la m' l')(lr,
de L,a Roen,la ver "Informe del Relator EeptQial Seftor S. Amo, W,ke sobre la vl.lta Di Colombil re.tlzadll ~or el l.tor
Espeoiel 8obr, ,jecueloncs sumarlllS o arb1t~.rlas (10 al 20 de o~tl,lbrll d. 1989)" E/CN.4/199/221 Add. 1, 24 de en o dll
1seo, Anexo e, p'g. 18. j

!,
31 El 29 de entro de 19ge se cerró parcialmente la lnv••tlgación reePlc,o da Nelscn L.esml. L'''lJl món¡, arios

Alberto Y9pe8 LontSono, Wllson de Jesós 1I'4rez Dunllo y Mor08Ulfla Peneeec OQClImpo, S. ordonó vinowler e Jal Iv'l'\' .Ivi,
arochero, SI ,. d. febroro de 19&8 •• profiriÓ mQdlda de 8.8gur.m¡.nto de detenciÓn preval'ltivl!II contra L.ui. barta rrieta
Morales por 101 d.li'lO' de secuestro ext;or,lvo. nomle:ldio agr.~.do e infraccIón ell art(culo 2 del Decreto 1 94 d. 1989 '
(delitos de P8r,militlrilmo y slcartato). qulen •• encontraba de_nido en la (¡IIrcc1 de mbim••eguridad de 11 gruf.
marzo de 19915, se c,lIfic6 la Investlgllción con r••alución de e-puuQi6n centre cerlee Alb.rto vepee L.gndol'l y Ma
Pl:tl'l".o ocemuc ~Or 11;1' d.llto& de secueetre ,xtoraive. hQmicl~lo ,¡¡rav.do • infracción .1 artíCulo 2 del Deo eto 1
1989 (delitos de p..-amillu.ticl"no V sitl!llrilltQJ: contra Nellon LHm,. l.gulzemón por lo. dalitos de secl,l"t 8)(tc
hOl'nicidic agr8lvado; V Qontra Wilsen de J ••ú. P'tez pcr infraj:oión .1 artículo 2 del O.cre1:0 1194 ele , la 9 (deli
paramUitarismo y sIO'.rl.~o). El 29 de marzo de , 996 &8 dllpUSIl l. vinoulecJOn de W,ldQ Patll'lo Garcra y Robl 80n a
d. J. Cruz. El 14 de m,ya de 1996 se ordenó .1 .mplazamie,ilto da Osear de Jel\l:' IEchendra Séncn.z, Jai o lvan',
Brooh.ro, Waldo PatiFlo Glfc(a y Robinson Gutiérr.z dlil lB Cruz T el 25 de mayo fueron declarados au..ntlS. I 9 de
de 1996 se 1.. lm¡:¡uso medida de aS8guri)l'nlento de dltlnOlón pl'even1;lviI.

•
i
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pesar de los testimonios e indicios disponibles no se practicaron las dilisencias
para esclarecer los hechos y recobrar los cuerpos de las vfctimas.

necesa 'as,

,

49. La Comisi6n considera que, como regla seneral, una investlsaci6n penal d be
realizarse prontamente para proteger los intereses de las vrcttrnas. preservar la prueb e
incluso salvaguardar los derechos de toda persona que en el contexto de la investiga j6n
see considerada sospechosa. En el presente caso, al pesar de los datos disponiblllls de de
un principio sobre las actividades de los paramilitares en el Masdalena Medio y sus vrne los
con el Ej6rcito, se produjo un retardo manifiesto que impidi6 recuperar los restos de !Ias
víctimes que pudieren haberse encontrado, asr como el Inicio formal de la investigac n,
durente un plazo irrazonable. Asimismo, 11 pesar de las condenas proferidas en t 8,
después de trece años no se ha juzgado e todos los implicados en la masacre.

,,

j '1 i i

50, La Comisión considera que esta situaci6n constituye una violaci6n del d er
del Estado de esclarecer los hechos, juzgar y sancloner a los responsables de I~s gr" es
violaciones cometidas conforme a los estándares de plazo razonable y protecci~ [ud biel
efectiva previstos en los artículos 8 y 25 de la Convenclón Americana. ,í

,

:' '

'-

,
,,

2. El Juzgamiento de los oflolales del EjércIto involucrados en la muaore an la
Justicia militar

,

51 . l.a Comisión considera que en los casos en los cueles 111 violaci~n d un
derecho protegido tiene como consecuencia la comisión de un ilfcito penal en el ál-nbit ldet
derecho interno, las víctimas o sus fl!mlllares tienen derecho e que un trlbuhel p nal
ordinario determine la Identidad de los respcnsebles, los juzgue e imponga les $llncl es
correspondientEis't. No cabe duda que estos casos requieren de la sustanciaclbn d un
proceso penal que Incluya una invastlgación y senciones penales, ase como la Posl~ilida de
obtener una reparación, , I i

, I
52. según surge de la investigaci6n aportada por ambas partes el 9 d abr de

t 996 la Unidad de Derechos Humanos vinculó al Mayor de Ejército Osear e J süs
Echandía Sénchez y al Sargento Otoniel Hernández Arclniegas a \a investigeci' n. ste
último fue capturado y el 29 de mayo de 1996 se profirió madidl! de aseguramie to e su
contra. El 25 de junio de 1996 se dispuso la vinculaci6n del Coronel Hernan o N vas
Rublo y del General Farouk Yanine Dfaz, vmcutade al proceso como presu~to tor
intelectual de la desaparición forzade y ejecuci6n extrajudlcial de las víctima+: e mo
respuesta, el 5 de noviembre de 19ge el entonces Comandante del Ejército Naci nal,
Harold Bedoye Pizarra, en su carácter de Juez de Primera lnstencia, promovi6 lisi6 de"
competencia positiva contra la Unidad de Derechos Humanos con el fin d qu se
trasladara a la justicia penal míllter la cause contra loa oficiales vmculades. El 2 de
noviembre de 1996 el Consejo Superior de 111 Judicature dirimiÓ la colisión de ca ,pete ias
en favor de II! jurisdicción militar. El 1e de junio de 1997, el jue~ militar die pri era
instancia ordenó la casecíón de procedimiento en fevor de los oficieles vinouladbs. 17
de marzo de 1998 e\ Tribunal Superior Militer confirmó dicha resolución. I

;

" Inf.,me NO 52/97, Caso 1121e, A,gos Seqve¡" Mangas. Info,me Anv.1 de 'a C/DH 1997, p6rr.fo. ~6 y 9
tomblón Info,me 55/97, párrafo 392, I '

• !

. Ver

¡,
I
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I
63. La Comisión considera que por IJU naturaleza y estructura, le jurisdic ~6n

penal militar no satisface los estándares de Independencia e imparcialidad requeridos p el
artrculo 8(1) de le Convención Americana, Y que resultan del todo aplicebles al pres hte

I
case. En este sentido la Honorable Corte ha expresado recientemente que '

En un Eltldo democr'tlco de Derecho l. jurisdicción penal militar he de téner un alo.nce
restrictivo y excepcional y estar encaminad. a la protección de intereses jurfdicos especiales,
vinouladoa con las funcJonos que la lev aalgne la. fuerzas millteres. As!, debe estor oxoiuido
del ámbito de la jurisdicción militar el luzgemlento de clvilo. y sólo deba juzg.r • milite..e por
la comislOn de delitos o faltas que por su ",ropi, natureleza atenten contra bien.s Jurfdlcos
propio, del orden militar"".

,

,

,
!

,54. L, falta de idoneidad de los triljlunIlles penales militares colombljanos, an .u
particular, como foro para examinar, juzser y uncionar casos que involucran vlelaclonei de
los derechos humanos ya he sido materle de pronunciamiento por parte de h. Cotinisi6 en
sus informes sobre situeción senera!. Al respecto ha expresado que:

El silltema de la jU$1;ieiQ penal militar tiene vlries caracterfsticas Singulares que impiden el
800&SO SI un recurso judicial efectivo liI lrncarclal en _sta jurisdicci6n. En primer lugar. él fu.ro
militar no puede ser siquiera oonsid.rado oomo ljIn verdadero sistema [udlclal, El sist.medo
Justicia militar no forma parte del Poder JudlciaLdel Estado eolcmblano. Esta juriadicciOn:.s
operada eer las fuerzas de la seguri<lad ptlbllce y, an tal ••ntido, quede comprendido denho
del Poder Ejecutivo. Qulenea tomen les deolslones no Ion jueoes de l. certera judicial ~ la
Fiscelra a.neral no cumple eu papel eeueetcr!c en e' ¡,iatQlm21 de la justicll militer41. i

<,

,

i
56. La propia Corte Constitucional de Colombia se ha pronunciado! sobr la

jurisdicci6n de 105 tribunales militares para examinar casos relativos a vloladicne de
derechos humanos. A 8ste respecto he sel'lalado que:

Para que un delito se ubique dentro de la competencia del sistema de justicia penel militar,
debe haber un claro vinculo desde el comienzo entre el o.lito v las I!IIctividades del servlclo
milit.r. 10. decir, el eete punible debe dar.e oomo un exceso o abuso de poder que ocurra¡en
el árnblto de una actividad dlrectamente vlnculadl 8 18 función propia de 185 fuerza. arma es.
El vrnculo entre el acto criminal y I1 ectlvlded rélacionad. con el aervicio mUitar se ro pe
cú.ndo el'dellto es extremadamente grave, tal &s el calo de deUtos centra el género humllho
En e.tl' circunstancias, el ease deberé ser remitido al sistema de juetici,¡¡ civU4

2. .

i

56. En el presente caso, la justicia ordlnarla estim6 que exlstían ¡erida ind ¡os
sobre la participaci6n de miembros del Ej6rcito en la aurerra intelectual de la rnasacr , lo

40 Corte I.C,t-!, ClloSÓ DUrYJnd y Ugtlfte. SdI1t.noi8 de/1S d. liIgo~to de 2000, p'rtafo 1'7, i
i

" CiDH Teroor Informo sobro le Sltv.cldl! d./os D,,..ch,,,, Humonos en Co/amblo 119991, pág•. '~5.186 Vor
t,mbit6n S.gundo Informe sobre la Situación d. lo, D."ciu)$ Hum'110s en C%mb/~ i 1993L p,237 dgnde .. Clxp,ea ","o.
tribun,l.. militares no g8r~n1;I:uln la vigencia del d.t.c,",o 111 obtener IUltlclllill. ya que Q.t800... de indep.nd.l"lt: l. que.
tequi.lto bésiao p.$il" la existenCia d••át. derecho. .Adem'., en las sentenci,ls que 'han dh::tldo han puestQ • me
pronuhciads pJrc:jalld~d. pues con trecuenete le hIn .o'tenldO de Imponer IIl'Iciones , los miembros d. I s fuer
¡agurldad que, pTobadamente, han p,rticipado en grave, violaciones de dereQhos humanos",

42 Corte Cr;mnltucional, Sentencia C-358 del 5 d. agosto de 1997. Anexo aB,
,
i

,
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que llevó a la Unidad de Derechos Humanos a solicitar las órdenes de cept re,

correspondientes. La actividad imputada no puede considerarse como legitima V vincul da
e la función propia de las Fuerzas Armades. Este hecho, sumado a la proximidad ; la
permisividad de los vínculos mantenidos entre los miembros del Ejército Clue entrenaba. V
armaban a los paramilitares de la zona V frecuentemente alentaban sus actlvida' es
violentas en vez de reprimirlas. Indica que los oficiales implicados debieron ser juzga, os
ante la justicia ordinarie.

57. La Convención Americene Impone a los Estedos le obligación de prev
investigar, ldentlflcar y sancionar e los autores y encubridores de violaciones de
derechos humanos. Según he señalado le Corte Interemerioana

ir,
Ilos
!

el articulo ,25 con reloción al articulo '1') obllg, 01 ESlado a garontl.ar • toda personolel
eeeeso a 11 admInIstración dv [cstlcle YI en particular. a un recurso r'pido y sencillo para lo;rer
que 108 r••pcneablee de la$ violacion8s da derechos humanos sean juzgados y para obtener
uno reparación del daño sufrido. Como ha dicho ••Ia Corte, "el articulo 2e constituye uno de
los pilar•• b4aicos, no sólo de la Convención Americono sino del propio Estado de Derecho ~
una sociedad democrática en el sentido de la Convención""

do
iel
las
lo

las'
sus'

,
59. Eh el presente caso, la Comisión alege que el Ilustre Estado no heiarbit

los medios necesarios para cumplir con su obligaci6n de investigar la ejecucíen ex~ra¡u

de las vfctlmas. juzgar y sancionar a 10$ responsables y reparar a los familiarbi d
vfctlmas. El aaeslnato de las víctimas permanece en su mayor parte en le ImP!unlda
cual, según he señaíade la Honorable Corte, "propicia la repetición cr6nlc~ de
violaciones a los derechos humanos y la total indefensión de les vlctlrnas V
familiares "". '

, ,
, I

58. En este sentido, el contenido dal I!rtrCulo 25 guarde estrecha relaci~n co' el
articulo 8(1) qua consagra el derecho de toda persone a ser arde con las debidas 'gara ras
dentro de un plazo razonable por un juez o tríbunel independiente e imparcial V donfle a
los familiares de las víctimas el derecho a que la muerte de sus seres quetldos, ea
efectivamente Investigada por las autoridades, se siga un proceso [udlclal cpntre los
responsables, se impongan las sanciones pertinentes y se reparen los perjuicios surrido , '.

,

,
I

¡

•

,
'¡

60. La Comisión considera también que el Ilustre Estedo he incu plid . su
, obligeción de gllrentíi!l conforme al artrcu¡c , (t) de le Convención Americana, con arme e la

cual los Estados partes deben asegurar el ejercicio de los derechos V Ilbertades re ono dos'
en la Convención a las personas bajo su jurisdicción. Se treta de una Obllgtci6n que'
involucra el deber de organizar el apareto,' gubernemental y, en general, odas les
estructuras a través de las cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, de ,paner tal
que sean capaces de asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio de los: dere hcs .
humanos. Es como consecuencia de esta obllgaci6n que los Estedos partes tiene~ el d ben

43 Corte I.O.H. Caso l.OfJYZ. Tamayo.. Re".r.clo"tJ&, 27d. nov¡~mbre di! 1998, pérretc 169.

.. Corte I.O.H. C••o Durond y Ug,rte, Senteno'. del 76 de O¡¡o.to de 2000, p'rrafo 130.

,

I
40 Corte I.C.H. Caso Pan/flgu8 Mora/ss y otro•• B d. marzo de '998, parrafo , '3.

i
I

1

I
,
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jurídico de prevenir, irwestigar y sancionar toda violación de los derechos protegidOS e ' la
Convención Americana,e, La Honorable Corte ha sostenido que:

Si el aperato dal estado act~a de modo que tal violación queda impune y no se restablezca, In
cuanto Sil posible. a la viotl",. en la pienitud de .us derechos, puede afirmarse qUe h.
incumplido el d.b.r de garantiZAr su libre y pleno eJ6Irelclo a las personas sujetas ti su
jurisdicción<4-? .

En el presente caso, transcurridos ya trece anos, el Ilustre Estado aun no ha cumplida: en
forma efectiva con su deber de juzgar y sancionar a los responsables por la ejecución: de
lai vfctimas y reparar a sus familiares.

, I
61 , PQr lo tanto la Comisión, con base en los elementos de hecho y de dere ha

arrlbl!l expuestos. sollcita a la Honorable Corte que declare Que el Ilustre dtadO" h'8 ,In,
incumplido con su obligación de investigar la ejecución de las vrctlmas y Juzgar a, Ilos
responsl!lbles conforme a los estándares prllvistoi en los artículos 8 (1) y 26 d i la
Convención Americana. así como su debe' de asegurar el cumplimiento .con !'~us
obligaciones conforme al artículo 1 (1) de ese Tratado. :,

. ,

VIOLACION AL DERECHO A LA INTEGRIDAD PERSONAL EN PERJUICIO DE
LOS FAMILIARES DE LAS VICTIM¡t\S

D.
,

i,

62. Según ha establecido la Honorable Corte en su jurisprudencia,! las ¡ .

circunstancias en las cuales se producen ciertas violaciones a los derechos hum hos i ,

fundamentales puede generar 8n los familiares de las víctimas "sufrimiento y iangu tia,
ademáS de un aentlmíento de inseguridad, frustración e Impotencia ante la abstsnclór ¡ de, , ,

las autoridades p(tbllces de investigar los hecMos"'·. Como consecuencia, a efecto de. ,
determinar si la integridad psfquica y moral de éstos se ha visto comprometida e. el
sentido del ertrcuto 511) de la Convención Americana, deben tenerse en ctlenta:' las
circunstancias del caso, la gravedad del mllltra~o y el hecho de no contar con informa Ión
oficial para el eilclsrecimiento de la violllción su~ride por la v(ctima'·. !;. ,,,

, 'j

63. Con relación a las clrcunstenctes de la ejecución y el maltrato sufrid, la
Comisión ha establecido que 17 de las vretlmas fueron ejecutadas y sus: cuepos
descuartizados y arrojados al Rro Magdalena frente al sitio "Pelo Mango" por loa lado: de
lembito y que sus miembros fueron divisados por los pobladores río abajo entre nevle 'bre
y diciembre de 1987'0. Los cuerpos de las dos vrctimas restantes habrlen sido arrojad s al, ,. ,

j
s

•,

,
1,

•,
,

41 corte I.O.H. Cno V./¡fsquez Rodrlguez. Sentencl. d.129 de Julio d. 1988, párrafo 166.

4' Jbldem, ~'rrafos 174 y 176.

4$ Corte I.C,H. Ca;ttJ B/ake, Senttlnol/l de' 24 drl ,n.ro de 1998, p.rr.fo 114.

,
,
i

4' Cort. I.O.H. CtlSQ V¡JIQq'~n MOf.I•• y otros, Senten4i. dl!!ll 19 de noviembre de lSSe, párn10 , 16¡ Ver t " bién
Eur, Coun HR K~rt v, T~,key, Jvdgment o, 25 M.y '998, Reports o, Judgment. end O.ol.ion. 1998-iII, o',rafo 13 : UN
Committee on HR App/io.tion N' 107/1981 avinr._ v, Urugu.Y. p6rr.fo '4. ' :

i ' :,
" tetcrme del DAS del lOdo moyo de 1ese. A""xo a;z;. p6g. 8, .u

•

•

,
,

I
I,

,

1,
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,,

caño El Ermitai\o" sin que los cuerpos hayan sido recuperados. Cabe sei\alar qu: le
Honorable Corte ha esteblecido la responsabilidad del Estado por la violación del artícul , 5
de la Convención en perjuicio de los familiares de la víctima en cesas en los cuales los
restos mortales de su ser o seres queridos fueron ya sea incinerados con el fin de bo rar
todo rastro que condujera a su paraderos2, o abandonados en un paraje deshabita' o,
expuestos a las Inclemencias del tiempo y la acción de los llnimalesu . Esta norma d ' la
Convención Americana establece, inter alía, que:

Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad tlslca, psrquic. y moral. [ ..J Nadie
debe ser sometido a tortura. ni apenas O tretas crueles, inhumano. o degradantes.! .. )

64. Ll! Comisión asimismo ha esteblepido que las autoridades respondleron ' on ¡,
Indiferencia a la solicitud de ayuda de los famllhnes tras le desaparición de las primeras i 17 ,',
víctimas, lo que los llevó a emprender por s( mismos una búsqueda que s610 inCrl!!ment:, la
pérdida de vides sufridas. Finalmente, tras milis una déceda de espera, se expneró: de
responsabilidad a los agentes del Estado Implicados mediante un recurso que no isatis ce
las garantías de independencia e imparcialidad exigidos por las Convención.

65. Las circunstancias en las cuales se produjo la violación del derechoia la Ida,
en el presente caso así como la impunidad y el salvajismo con los cualels fu ron
desechados los cuerpos de las vlctirnas causó gran dolor y tormento a sus f~mili
quienes probablemente nunca lograrán recuperar, sepultar y honrar los restos de ~us s res
queridos. La Comisión considera que esta situllción, sumada a la indiferencia del1lost da
por las autoridades que omitieron participar en 'la búsqueda de las vlctimas, con~tituy un
trato cruel e Inhumano en perjuicio de la integridad psíquica y moral de los familiares d ! las
vrctlmas en términos del artículo 5 de la Cbnvención Americana en perjuicib de ilos
familiares de las vfctimas ! '1

j 1

VI. PETITORIO 11

I '
!

66. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes ekpue os,
la Comisión Solicita a la Honorable Corte que cQncluya Y declare que

I

1. El Estado es respenseete por la violación de loa derechos a la vida. la intagridad y la libertad p rsonal a an
~eriulcio da Alvaro Lobo Pacheco, elersan Rodrlguez,' larael Pundor, Angel aa.,.ro, Antonio FI rn O' hca.
Carlos Arturo Alatiga, Víctor Ayala, Alirio Chlparro, lituber Pér••• Alvaro C.margo, Rubén Pln a, Gi erto
Ortl•• Rolnlldo Corso Vergas. Hernlin Jéuregul, Juan Bautista. Alberto Gómez, Juan Montero y F rney
Fernéndez, protagido por los artfculos 4 y 7 de la Conyenclón Americana. ; •

í .
,

2. El Estado es responsable de violar el derecho a la 'Intagrldad pslqu;ca y moral de los familiares laa
vrctimas, previsto en el articulo 5 de ,. Convención Americana. I

" 000Is..oi6" dol señor Robín.on GutI6rr•• de Is Cruz ""le el Juzg.do 16 de Inltruoolón Criminal. 22 ~o oot" re de
1Qgg. Ane.O 81. !

. ,

"Cort. i.D.H. C••o 8loh, Sentenoi. del 24 d. '''''0 d. 1998, p6rrlfo 115.

"Corte I.D,H, Ceso VllJag'~n Mo,.les y otro., $entenCi. d.1 19 ds novl,mbre d. 1999. porrafo 1~4,
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,
,

,

3. El Es't.do é' rQapon&able por la vio1l!lciOn del derecho al lIoceso B le Jl,Istlcia y 121 proteccIón judicial de: ,as
vrctim8S V IUS familiares consegr'dos en loe artfculee 8(1 lv 25 de la COr'\venci6n Americana asf como~d.
incurnpllr su obUgeci6n de 21!1eguntlr el r.,peto d. loa d....cho. prevlstolil en ella conforme su ar'trculo 1(' ;.

•

! ;

Con base en estas conclusiones la Comisión solicitll a la Honoreble Corte que ordene al

Ilustre Estado

1.

2.

3.

J.levar a oabo una Investig8clón completa, impDrcial Y efectiva en la jl,JrisdlceiOn ordinaria con
el fin d. Juzgor y eenclener 11 loe re.pon8,;¡bl•• d. la ejeeucrcn extraJud\clal de Al".ra Leae
Paeheco. Ger.aon Rodrrguez. Israel Pundor. Angel Berrera. Antonio I:lor8% OChos. CArlos Arturo
AlllItlga. Victor Av.la, Alirio Chaparro. Hubel' P~rez. Alve,ro Cam.rgo. Rl.Jbl!n Pineda, <3ilberto
onrz, Reln*ldo Cor50 Varga8, Hern6n J6uregul, Juan Bautls:-:., Albarto 13ómez, Luis S8Uq,.
Juan Mc;mt.,-o y FQrney Fern.ndez.

Adoptar l•• med¡d.~ necesarias para Que los familiares de las vfctlmels reolban ad8Ql"lada, y
eecrtune reparaclOn e Indemniz.ación por tee vlolecllon86 equ( establacldBs.

Se impon~a el Estedo Colornbiano el paoo de lal¡ costes y gastos en Que hen inCUl'rido IPB
hmiliarés de las víctimas para litigar este calO en el 6mbito Interne 8s1 cerne ante la ComisiÓn
V la Corte. y 108 honorarios razonables de aus i!IIbog.dos.

11,

l'
!,

11.

VII. RESPALDO PROBATORIO

, A. PRUEBA DOCUMENTAL

t , Documentos anexos

,,

,

67. L. Comisión anexa al original del ¡¡rasanta ascrlto de demanda una serí 1 de
pruebas docurnentales en respaldo de las alegaciones de hecho y de derecho B" iba
formuladas, las cuales aparecen detalladas ti continullclOn.

•
•

•
•

Informe dal Oepartemento Admlnlstr • Ivo :
de Seguridad del 15 de marzo dEl 198

I I ¡

"Información adicional sobre IJ me ,. ere ¡

de 19 comerciantes en jur¡s~icci6" de '"
Puerto Boyacl!i" remitida por .1 O al!
Procurador Delegado de lPere,' has i

Humanos el 12 de octubre de 1190:1 ¡
I '1 ., " "

i
!
I

I

Documento i

PeclaraclOn de Robinson 13uti,Je~ d le
Cruz del 22 de octubre de 1988 '1" ! i¡

i -

Informe del Departamento Admjnlstr tivo
de Seguridad del 10 de mayo de' 198

I

4.

2

3.

1

Anexo B N°

•
•

,

•
::
•

:1
1:

¡ i

I, ,
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5.

6.

22

Decisión del
.rudlcatura del
(10764AI

Decisión del
Judicatura del
(10764Al

000024

Consejo Superior de, la
14 de noviembre de 1 '95

Consejo Superior de' la
26 de noviembre de 196,

~023

7.
,

Decisión del Tribunal Superior Militar ,del
17 de marzo de 1998

,,
, I I

8. Sentencie de
i NOC358/97

le Corte Cons~ituoi 'nlll
I

,

9, ,Informe del Relator Espuoial $eñor! S.
Amos Wako sobre la visita a ~olo bis
realizada por el Relator EspecIal s; bre
ejecuciones sumarias o erbitrarl~s (1 al
20 de octubre de 1989) E/CN.4f199/1 21
Add. 1. 24 de enero de 1990 "

,,,,

, '

10. Informe de la vlslt.. realiZllda e 'Colo., bia
por dos miembros del Grupo d Tra' ajo
sobre Desepericiones Forz das' o
Involuntaries (24 de octubre i. 2,. de ,
noviembre de I 188)
E/CNA/1989/1 8/Add. 1. 6 de f~brer: de
1989 l '

2. Solicitud de presentación de dOC~8ntos por parte del Ilustre eetad+
I i

68. Además da los documentos apertedcs por las partes durante si pro eso, 1 I ,

previsto en los artfculos 48 a 50 de la Convención Americana y otros documant s te ¡ dos
en cuenta por le Comisión en el Informe 76/0P, que se enexen al original de I pre nte
demenda, la Comisión considera necesario soficiter a la Honorable Corte que r, quie' ,a al
Ilustre Estado le presentaolón de copia de Ida expedientes judicleles que se ~etall" na,
continuación: ' "

,
, ,

1, Copia del expediente conocido por le Uni~ed Nacional de Derechos Hum"",osl e le
Fiscalea Oenerlli de la Nación, en releolén 'oon los hechos dal caso Y sus ~nexo' es!, . ,

como toda la Información forense relevante para la determinación da les elrer'nsta elas
dI!! le muerte de les vrctlrnas. El procesb se encuentra radloado bejo el N°0 7 Y, l '

actualmente se encuentra en etapa de instr.(Jcción. I ",, ! I
! I ' ,
I '1 '

2. Copia del expediente conocido por el JuzQ!ldo Regional de Cucuta, en .elaol n c<i los
hechos del ceso V sus anexos asr como teda la información forense releva te p' ra la

l' j! ¡
¡ !

I
• , ;

, ,
, ,
,,,
I

I,,,
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determinación de las circunsranctas de la muerte de las víctlrnes. Este expedie te
ectuelmente se encuentre en la Corte Suprema de Justicia radicado bajo el N" 155 e,
En este proceso aparecen como condenados MBrcelino PBnesso y Otros.

3. Copia del expediente que ectualmente conoce el Juzgado Especializado de San GIL, en
relación con los hechos del caso y sus enexos asr como toda la informeclón torei se
relevante para la determinación de las circunstencias de la muerte de las victlrnas. te
proceso SI3 sigue contra Luz Marinfll Rulz de ~rez y Otros y se encuentra pendient Ide

• I
sentencia, ' I

I

4. Copia de los expedientes disciplinarios que se hubieran iniciado sobre los hechos d ' la
demande, con todos sus anexos y le información forense relevante para I la,

d~termlnacI6,n de las circunstancias de la murrte de les vlctlmas'I¡,
, ,

6. Copia de todos los informes de inteligencia relacionados con la desaparición de los '19
comerciantes.

,
,

Idel

• •

6. Copia de todos los informes de inteligencill relativos a la relación entre ag~ntes

Estado y los grupos paramilitares que opereban en la región el momento de los ~ech s.
l

7. Copie de todo otro antecedente pertinente p¡jra el presente caso.
,

69. Oedas las circunstancias del preisente cese. la prueba document,
supra no puede considerarse como taxativa sino que su posibie ampliación podrí
necesaria a la luz de 101 información que surja de las ccplas de los expedientes ju
ser aportados por el Ilustre Estado. !

,

,
I

1 B. PRUEBA TESTIMONIAL

I lis da
res Itar

,
lclal s a

,

,
,
,

,

I

on e fin

,.
,
I

Testigos ofrecidos por le Comlsl6~ I

i I
1. Elizabeth Abril. la Comisión presenta aita testigo ante la Honorable Cort, a fi . de. ,
que preste testimonio sobre su conocimiento d. las vrctímas. la forma y oírcunstancle en
que desaparecieron, las consecuencias psicológicas que estos hechos tuvieron obr ·Ioil
familiares da las vfctimas y otros antecedentes relacionados con el objeto y fi de sta
demande.

70. A continuación 101 Comisión preserilta una lista de testigos y peritos
de que rindan testimonio ante la Honorable Corte.,,

'-

•,
•
•

,

"2. Sandra Belinda Montero. la Comisión p~esenta esta testigo ante la Honor ble . rte ..:
"a fin de que preste testimonio sobre su cencclrnlerrto de las vlctimas, la for V I

circunstancias en que desaparecieron, las ge~iones realizadas para la busque a d • las' "
vrctimas, las consecuencias psicológicas qua elitoa hechos tuvieron sobre los fa llIare. de
IOIs víctimas y otros antecedentes relecionados een el objato y fin de esta demand. .

••
i"
i :

•
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3. Jorge Corzo. La Comisi6n presenta esta testigo ante la Honorable Corte a fin .de
Que preste testimonio sobre su conocimiento da las vfctirnae, la forme y circunstancias len,

Que dasl!lparecieron, las consecuencias socol6gicl!ls que estos hechos tuvieron sobre 1105
familiares de las vrctlrnas y otros entecedentes relacionados con al objeto y fin de ~ta

demanda.

4. Fernando Barragan. La Comisi6n presenta este testigo ante la Honorable Corte fin
, de que preste testImonio sobre su conocimiento de las vrctlmas, la forma y clrcunstan 'las
en que deseparecieron, las consecuencias socol6gícas que estos hechos tuvieron $obra 'los
familiares de las vrcttmes y otros antecedentes relacionedos con el objeto y fin de 'ta
demande.

,
,
•

•,
I

j
j

,

i
5. ; Lubln t.ebe Pacheco. La Comisión presente este testigo ante la Honorabl, Cm,a l"fin de que preste testimonio sobre su conocimiento de les vrctimas.la torm: "y': "
circunstancias en que desaparecieron, las coneecuenclas psieol6gicas que estos he os
tuvieron sobre los familiares de las vretimas y otros antecedantes relacionados co el
objeto y fin de este demanda,

6. Carmen Sarrera. La Comisión pre5enta e_ta testigo ante la Honorable Cort~ a fi ' de : '
que preste testtmonío sobre su conocimiento d' las vlctimaa, la forma y circunstancia' en
que desaperecieron, las ccnsecuenctes socol69ioes que estos hechos tuvieron ~obre los
famll1ares de las víctlrnas y otros entecedentes ralacionadoll con el objeto y tlm de sta

, 1
demande. , :

: I, ,
7. Luz Marine Pinzón. La Comisión presen~a este testigo ante la Honorable qorte fin
de que preste testimonio sobre 5U concclmíente de las vrctírnaa, la forma y circ~nsta 185'
en que desaparecieron, las consecuencias psicol6glcas que estos hechos tuvieron sobr los:,
familiares de las vrcttrnes y otros antecedentels relacionados con el objeto y fi de sta
demanda. 1

,

\

2.
,

Expertos ofrecidos por la Comlslórj

71 .
expertos:

;

La Comisión considera pertinente ofrecer el testimonio de los
I

\ligul tes

,
";

es
s a ¡,'

los,,

que "
los

rar6
s ia

i
! ¡

1. Carlos Martín Berestain. El doctor Serestain es médico y experto ~n t
relacionados con el impecto peleo-social sobre ~rupos o personas vtetlmes de vtelactc
los derechos humanos e ilustrará a la Honorable Corte sobre el sufrimiento padecl~o p
familiares de persones desaparecidas.: :

, !, ,

2. Gloria Amparo Camilo. La señera Camilo es miembro de la Corporaci6n A.VRE
ha llevado a cabo una importante labor de Iasistencia psico-social con rell!l~iÓn
miembros de ASFADDES (Asocieci6n de Famlll~res de Detenidos Desl!ll'arecidosl e Hu
a la Honorable Corte sobre las eonaecuenclas PSiCol6gicas sufridas por los femili res t,
desaparición de sus seree queridos, I

,

I,
, i

,
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,

3. Rodrigo Uprimny, El doctor Uprlmny es un reconocido jurista colombiano e lIulltr!ilnl.
a la Honorable Corte sobre la prornutqaclén de II!8 normas de estado de sitio que ampara~on
el surgimiento de los grupos paramilitares. así como sobra el empleo de la jurisdicción P1nal

militar. IIIS decisiones de la Corte Constitucional y del Coneejo Superior de la Judicatura.:
,
,

72. La Comisi6n se reserva el derecho de no presentar o de sustituír a uno o . éls
de los testigos ylo expertos que aparecen en la lista precedente. Dadas las cirCUnltan ¡as
del presente C8110 h!l lista precedente no puede considerarse como taxativa sino que' su
posible ampliaci6n podría resultar neceSllria a la luz de la información que surja de ¡las
copias de los expedientes judiciales a ser aportados por el Ilustre Estado.,', i

,
I

11 , " i1:

I,,

,, ,,,,

I

,,
I
I
I,

I,

•
' ! I, ,
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